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	Resumen 

	La realidad actual, existente en la vida de los pueblos y comunidades indígenas en varios aspectos, y, sobre todo, en el tema pertinente a este artículo científico, es de inestabilidad. Esto, dado que no se logra unificar los criterios dentro de sus comunidades. Entonces, con el planteamiento del siguiente objetivo de analizar la vulneración al principio de igualdad en los procesos que someten el arbitrio de jueces del sistema de justicia ordinaria y las autoridades indígenas, en Ecuador, en ocasión de llevarse a cabo el diálogo intercultural para resolver la situación jurídica de personas indígenas que están siendo procesadas penalmente. El que se logra con la aplicación de un enfoque metodológico de índole cualitativo y métodos científicos como el histórico-lógico, el analítico-sintético, el exegético y el inductivo. Alcanzando como resultado, la necesidad de que exista un acercamiento por parte del Consejo de la Judicatura en cuanto a la infraestructura logística e incorporando el dialogo intercultural y el Pluralismo Jurídico. 

	Palabras clave: Diálogo intercultural, Pueblos indígenas, Principio de igualdad, Interpretación intercultural.

	Abstract  

	The current reality in the lives of indigenous peoples and communities in various aspects, and especially in the subject relevant to this scientific article, is one of instability. This is due to the failure to unify criteria within their communities. Therefore, with the general objective of: Highlighting the violation of the principle of equality between judges of the ordinary justice system and indigenous authorities in Ecuador when conducting intercultural dialogue to resolve the legal situation of indigenous individuals undergoing criminal prosecution. A methodological approach of a qualitative nature and scientific methods such as historical-logical, analytical-synthetic, exegetical, and inductive are applied. Achieving as a result an approach by the Council of the Judicature with the intention of having infrastructure, logistics, and incorporating the most important aspect within the reality experienced by the country and indigenous communities, such as intercultural dialogue and incorporating Legal Pluralism, sheltering within this system.

	Keywords: Intercultural dialogue, Indigenous peoples, Principle of equality, Intercultural Interpretation.

	Introducción

	En la actualidad, a nivel mundial, Ecuador, es reconocido por ser un Estado intercultural y plurinacional. De hecho, la Constitución ecuatoriana muestra esta interculturalidad y plurinacionalidad en aquellas normas que reflejan el respeto a las mismas. En este trabajo científico se abarca la interculturalidad, pero adherido a la coexistencia de dos formas de administrar justica en el país, a decir: la ordinaria y la indígena. Y, concretamente, se refiere aquí a la administración de justicia en el ámbito penal.

	En ambos casos y procesos, se deben respetar los derechos de las personas involucradas, sin embargo, no puede exigirse ni esperarse que la justicia indígena, con una cosmovisión propia de su cultura y costumbres incluya norma positivadas como si las incluye el proceso penal en la justicia ordinaria. No obstante, por encima de estas diferencias se encuentran los derechos humanos, de cada persona involucrada en cada una de estas formas de administrar justicia. 

	Lo cual viabiliza el poder garantizar los derechos de todas las personas pertenecientes a pueblos y nacionalidades indígenas en las diferentes instancias del proceso penal. Por ello, una de las variables de investigación presentes en este artículo, hace alusión al diálogo intercultural en determinados casos penales. Y, en torno a este, preocupa mucho el respeto a la igualdad procesal, vista esta, como un principio susceptible de ser garantizado en el debido proceso. 

	Desde tiempos inmemoriales en Ecuador, las personas pertenecientes a pueblos y nacionalidades indígenas, han venido administrando justicia acorde a sus propias costumbres ancestrales. Lo cual se basa en la propia cosmovisión de cada comuna, comunidad o pueblo y en cada caso, manteniendo sus principios fundamentales como, por ejemplo: ama killa (no robar), ama llulla (no mentir) y ama shwa (no ser ocioso), principios que informan su actuación con la finalidad de restablecer el orden y la paz social en sus territorios. 

	Es de citar acá la sentencia 112-14-JH de la Corte Constitucional de Ecuador, que se refiere a la necesidad de fortalecer el diálogo intercultural entre los jueces ordinarios y las autoridades indígenas cuando estén involucradas personas que pertenezcan a pueblos y nacionalidades indígenas, en un proceso penal (Corte Constitucional de Ecuador, 2021). Esto, con el fin de que se aplique lo mencionado en el convenio 169 de la OIT en especial los artículos 8, 9 y 10. La finalidad del dialogo intercultural es a fin de que no se vulnere el principio de interculturalidad y los jueces y fiscales están obligados a tomar contacto con las autoridades indígenas, ya que inclusive los jueces ordinarios no pueden dictar medidas de encarcelamiento sin antes de que se haya realizado este diálogo intercultural (Organización Internacional del Trabajo, OIT, 1989).

	Materiales y métodos

	La investigación se desarrolló mediante un enfoque cualitativo, adecuado para comprender los significados, percepciones y dinámicas culturales que influyen en la interacción entre la justicia ordinaria y la justicia indígena en Ecuador. Se empleó un diseño documental-analítico, complementado con entrevistas semiestructuradas, que permitió examinar normas, jurisprudencia, instrumentos internacionales y experiencias de autoridades indígenas. Para ello se aplicaron los métodos histórico-lógico, analítico-sintético, exegético e inductivo, con el fin de reconstruir la evolución del pluralismo jurídico, interpretar los marcos normativos y extraer patrones sobre la vulneración del principio de igualdad en procesos penales que involucran a personas indígenas.

	La recolección de información combinó fuentes documentales y normativa nacional e internacional, con entrevistas a autoridades indígenas de los pueblos Kayambi y Karanki, realizadas en noviembre de 2025. Estas entrevistas abordaron percepciones sobre reconocimiento de la justicia indígena, experiencias de diálogo intercultural, barreras y propuestas de mejora. Para asegurar la calidad del estudio se aplicaron criterios de credibilidad, transferibilidad, dependencia y ética científica, mediante triangulación de fuentes, descripción contextual detallada, registro sistemático del análisis y contraste con literatura especializada.

	Desarrollo

	Contenido dogmático, jurisprudencial y normativo del diálogo intercultural en Ecuador  

	El diálogo intercultural es un principio constitucional, en materia penal en Ecuador parte de la Constitución de la República (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008), que reconoce a la justicia indígena, como eje fundamental en el modelo de intercultural, plurinacional y laico. Este reconocimiento implica la existencia de dos tipos o formas de administración de justicia en la legislación ecuatoriana, que son, la justicia ordinaria y la justicia indígena en especial en materia penal. El desafío más grande del sistema judicial ecuatoriano en esta materia, está en garantizar la igualdad entre los jueces ordinarios y las autoridades indígenas en la aplicación del diálogo intercultural.  

	Desde la dogmática, el diálogo intercultural parte de dos principios fundamentales. Por un lado, y, por un lado, el Pluralismo Jurídico y, por otro, el principio de igualdad material de jurisdicciones. El primero de ellos, reconocido en la el artículo 171 de la Constitución de la República (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). En dicho precepto se reconoce que las actuaciones y garantiza a las autoridades indígenas la facultad de ejercer funciones jurisdicciones dentro del territorio de las comunas, comunidades y pueblos de nacionalidades indígenas de conformidad a sus propias costumbres, tradiciones y su propia cosmovisión de cada pueblo, considerando que cada pueblo de nacionalidad indígena tiene su propio forma de vida, estas funciones de jurisdicción reconoce la Constitución siempre que no vulneren los derechos fundamentales y los derechos humanos (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). 

	Por su parte, la igualdad ante la ley y el amparo de todos los seres humanos contra la discriminación, constituyen normas fundamentales del Derecho Internacional de Derechos Humanos y, además, establece como principio general del derecho que respalda la igualdad de trato de todas las personas. De manera que, ante situaciones iguales se conceda el mismo trato procesal, de oportunidades, de intervención, todas las que deben estar previamente regladas en ley. Implica también, que, en situaciones desiguales, esa igualdad hay que garantizarla, he ahí el ejemplo, de las acciones afirmativas. Por mucho, la igualdad o no discriminación es una de las reglas declaradas con mayor frecuencia en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. 

	Respecto a la jurisprudencia, puede decirse que, el diálogo intercultural en Ecuador, cuenta varias sentencias constitucionales, como el caso de la sentencia constitucional número 112-14-JH de la Corte Constitucional del Ecuador y la resolución 053-2023 (Consejo de la Judicatura, 2023). En ambas, se aborda, la importancia del diálogo intercultural en cualquier etapa y fase del proceso penal cuando está involucrado una persona perteneciente a pueblos y nacionalidades indígenas, siendo que el diálogo es de carácter obligatorio por parte de la fiscalía y sino ha realizado el diálogo con las autoridades indígenas el juez está en la obligación que inicie o continúe dicho diálogo (Corte Constitucional de Ecuador, 2021).

	En el caso de que no se inicie el diálogo intercultural por la fiscalía, ni por el juez, todo el proceso de investigación y las medidas cautelares dictadas serán nulas por haber vulnerado los derechos colectivos que solo pueden esclarecerse a través del diálogo intercultural previo. Este diálogo debe ser entre las autoridades indígenas y los jueces del sistema de justicia ordinario y el fiscal, el alcance de este diálogo es conocer e innovar entre las dos formas de administración de justicia, aspectos clave de la cosmovisión propia de cada pueblo de los que están involucrados en un proceso penal determinado.

	Es así que la resolución 053-2023 del Consejo de la Judicatura (2023) establece lineamientos para que los operadores de justicia apliquen el diálogo intercultural en todas las fases de los procesos penales y de garantías cuando intervienen personas de pueblos, comunidades y nacionalidades indígenas. Respecto a la normativa en la legislación ecuatoriana, del diálogo intercultural está reconocido principalmente en la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 1, al definir al Ecuador Como un Estado intercultural y plurinacional, habiendo un reconocimiento por parte del Estado ecuatoriano de la coexistencia de múltiples cosmovisiones, sistemas normativos y diferentes formas de resolver los conflictos (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). Resultando que es de aplicación obligatoria por parte de los administradores de justicia en Ecuador, cuando estén involucradas personas pertenecientes a pueblos y nacionalidades indígenas en un proceso penal, sea este en calidad de víctima o procesado.  

	Retomando el contenido del artículo 171 de la Constitución de la República del Ecuador, da la facultad a las autoridades indígenas de las comunas, comunidades y pueblos de nacionalidades indígenas a ejercer las funciones jurisdiccionales con base en tradiciones ancestrales y el derecho propio, dentro de sus territorios. Y, de manera muy puntual, también existe la normativa legal en su artículo11 numeral 2 de la Constitución de la República (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008), al consagrar el principio de igualdad y no discriminación, y siendo que en la realidad es muy complicado hablar de igualdad entre las autoridades indígenas y los jueces ordinarios, ya que todavía en la actualidad existe la discriminación de parte de los jueces ordinarios hacia las autoridades indígenas y siendo que se encuentran al mismo nivel jerárquico (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). 

	El desarrollo jurisprudencial ecuatoriano ha ido incorporando progresivamente criterios de interpretación intercultural que permiten comprender la cosmovisión de los pueblos indígenas dentro de los procesos penales. Como señala Viteri (2025), la Corte Constitucional ha construido estándares que obligan a los operadores de justicia a integrar elementos culturales en la valoración de hechos y en la determinación de medidas, lo que fortalece la coordinación entre jurisdicciones y evita decisiones descontextualizadas.

	El principio de igualdad, su contenido doctrinal, su tratamiento normativo en Ecuador y su alcance  

	Es necesario destacar que la Corte Constitucional del Ecuador, en el caso 1729-22-EP (Juan Pablo Ordóñez Fajardo) ha emitido sentencias relevantes que buscan garantizar la igualdad sustantiva en distintos ámbitos de la vida social, desde el acceso a la justicia y el trabajo, hasta la protección de derechos de grupos históricamente vulnerados como mujeres, personas con discapacidad, pueblos y nacionalidades indígenas, así como la comunidad LGBTIQ (Corte Constitucional, 2022). 

	Sin embargo, aunque existen avances significativos, aún persisten vacíos jurisprudenciales que dificultan la plena aplicación de este principio, especialmente cuando se trata de discriminaciones estructurales arraigadas en la cultura y en las instituciones. 

	La plurinacionalidad y la interculturalidad reconocida en la actual Carta Magna de 2008 (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008), se vincula con la noción del pluralismo jurídico, permitiendo reconocer la existencia de tantos sistemas jurídicos como nacionalidades existentes en el territorio ecuatoriano. El principio de igualdad y no discriminación consagrada en la Constitución, garantiza el goce de los derechos a todos los ciudadanos y extranjeros residentes en nuestro país. De hecho, el principio de Igualdad es considerado como el acceso igualitario a la Justicia, de los servicios básicos, de los derechos sociales, económicos y culturales. Esto hace posible que las comunidades indígenas gocen de estos derechos que, por muchos años, fueron esquivos. 

	La igualdad sustantiva entre jurisdicciones continúa siendo un desafío estructural. Urrutia et al. (2025) explican que el pluralismo jurídico ecuatoriano convive con tensiones derivadas de prácticas institucionales que aún reproducen jerarquías coloniales, afectando la legitimidad de la justicia indígena y limitando la aplicación efectiva del principio de igualdad material previsto en la Constitución.

	Hablando ya de Derecho Internacional, es necesario aclarar que existen los Tratados y Convenios Internacionales que el Ecuador ha suscrito, como el caso de la en sus artículos 15 numeral 2 y los artículos 1 y 8 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Organización de Naciones Unidas, 2007). También está la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas (Organización de Estados Americanos, 2016), haciendo énfasis en su artículo 22 numeral 1 y 2. Al igual que el Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, en su artículo 2 establece, en esencia, que los Estados deben garantizar, con participación de los pueblos indígenas, acciones coordinadas que protejan sus derechos, aseguren igualdad de oportunidades y respeten plenamente su identidad cultural, costumbres e instituciones.

	Estos principios fundamentales que están plasmados en los Convenios y Tratados antes mencionados, establecen una garantía para el desarrollo en igualdad de condiciones, beneficios y desarrollo de las comunidades indígenas. Lo cual requiere a la vez que deriva, en su libre autodeterminación dentro del campo jurisdiccional y la aplicación de la justicia indígena dentro de sus territorios. Cabe mencionar que existen garantías constitucionales para que los dirigentes y representantes de las comunidades indígenas hagan valer sus derechos como las previstas en la propia Constitución del Ecuador (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008), artículo 171 y también se cuenta con el Código Orgánico de la Función Judicial, en sus artículos 343, 344, 345 y 346, reconoce la aplicación del sistema de justicia indígena en ámbito de su territorio y jurisdicción (Asamblea Nacional de Ecuador, 2009).

	Ahora bien, por más que existan estas garantías constitucionales y legales, existe la Resolución del Consejo de la Judicatura No. 053-2023; que aprueba el Protocolo para la aplicación del diálogo intercultural en la Función Judicial y la Guía de mecanismos de coordinación y cooperación entre autoridades de la justicia indígena y justicia ordinaria. Buscan fortalecer el pluralismo jurídico en Ecuador, promoviendo la valoración y el respeto de las prácticas culturales de los pueblos y nacionalidades indígenas dentro de los procesos judiciales (Consejo de la Judicatura, 2023).

	El alcance del principio de igualdad en el diálogo intercultural entre las dos justicias ordinaria e indígena, definitivamente, tiene trascendental importancia, considerando que las dos formas de administración de justicia están al nivel jerárquico. Para que prevalezca este principio de igualdad, es necesario que, en el diálogo, esté presente de forma obligatoria, un facilitador o mediador para que no se imponga en la superioridad ninguna de las dos justicias y siempre sea respetando el principio de la interculturalidad cuando esté involucrado una persona perteneciente a pueblos y nacionalidades indígenas sea esta presunta víctima o procesado. Véase que, hasta una sentencia condenatoria debe estar fundamentada bajo el principio de la interculturalidad respetando la propia cosmovisión de cada pueblo. 

	Impacto del diálogo intercultural para resolver la situación jurídica de personas indígenas que están siendo procesadas penalmente en la justicia ordinaria  

	Impacto positivo del diálogo intercultural radica en el fortalecimiento de la comprensión sobre la existencia de diversas culturas en el país, así como la necesidad de que los operadores de justicia desarrollen sensibilidad cultural y lingüística que les permita comprender las distintas cosmovisiones de los diferentes pueblos y nacionalidades indígenas. En el caso ecuatoriano donde coexisten catorce nacionalidades y dieciocho pueblos indígenas, este enfoque resulta fundamental para la correcta administración de justicia. En efecto, los operadores de justicia ordinaria, al incorporar el diálogo intercultural en su labor, pueden evitar interpretaciones erróneas de determinadas conductas que, desde una perspectiva occidental, podría considerarse delictivas, pero que, analizadas desde el contexto cultural propio de los pueblos indígenas, no necesariamente configura una infracción penal. 

	Por otro lado, también se evidencia impactos negativos en la aplicación del diálogo intercultural, derivados principalmente de la falta de conocimiento suficiente por parte de algunos de los operadores de justicia ordinaria respecto de su alcance y finalidad. En determinados casos, el diálogo intercultural es asumido únicamente como una diligencia formal destinada a cumplir un mandato normativo, sin una comprensión real de su contenido sustantivo. 

	Esta situación ha propiciado prácticas discrecionales que, en no pocas ocasiones, han derivado en actuaciones marcadas por la arbitrariedad y la prepotencia institucional, minimizando la autoridad indígena y vulnerando el principio de igualdad. Ello resulta especialmente problemático si se considera que las autoridades de justicia ordinaria y de la justicia indígena se encuentran en un mismo nivel jerárquico. Adicionalmente, se desnaturaliza el objetivo del diálogo intercultural cuando se exige la realización de pericias antropológicas a costas de las personas indígenas de quienes se ha vulnerado los derechos colectivos, lo cual constituye una carga desproporcionada y contraria a los principios de interculturalidad.

	El diálogo intercultural constituye un elemento fundamental para la adecuada resolución de la situación jurídica de las personas pertenecientes a pueblos y nacionalidades indígenas que son procesadas penalmente en el Ecuador. Si bien su aplicación presenta aciertos y desaciertos, entre los principales aportes del diálogo intercultural se encuentra el reconocimiento de la diversidad cultural, así como la comprensión y el respeto mutuo entre las autoridades estatales y comunidades indígenas. 

	En este sentido, el diálogo intercultural permite determinar, en cada caso concreto, si corresponde la remisión del proceso a la jurisdicción indígena, conforme lo ha establecido en el artículo 345 del Código Orgánico de la Función Judicial (Asamblea Nacional de Ecuador, 2009). Asimismo, una interpretación dinámica e intercultural de los derechos humanos se configura con un elemento relevantes para las autoridades judiciales al momento de examinar los procesos de justicia indígena en tanto favorece el fortalecimiento de los mecanismos de coordinación y cooperación entre los dos sistemas de justicia, lo que contribuye a mejorar la eficiencia y eficacia en la resolución de conflictos (Asamblea Nacional de Ecuador, 2009).

	El alcance del diálogo intercultural resulta especialmente valioso, pues permite que los operadores de los dos sistemas de justicia —ordinaria e indígena— conozcan las condiciones de vida, el contexto cultural y las necesidades específicas de la persona procesada o de la víctima. De esta manera, la decisión judicial puede ajustarse a la realidad de quienes están involucrados en el proceso penal, y el diálogo cumple una función fundamental en la determinación de medidas de reparación integral y en la búsqueda de soluciones que favorezcan la reinserción del procesado en su comunidad, evitando así el llaki (sufrimiento) y la pérdida de un miembro del pueblo o comuna.

	La jurisprudencia constitucional ha sido clara al respecto. En la Sentencia No. 112-14-JH, la Corte Constitucional revisó una acción de hábeas corpus presentada en favor de personas indígenas de la nacionalidad Waorani que se encontraban privadas de libertad. El tribunal declaró la vulneración de sus derechos a la libertad e integridad personal, al constatar que las condiciones del centro de rehabilitación social afectaban su integridad física y psicológica, dado que los procesados estaban habituados a la vida en la selva, su cultura, costumbres y alimentación. En este fallo, la Corte estableció parámetros sobre la protección de los derechos de personas pertenecientes a pueblos indígenas a través del hábeas corpus, así como criterios sobre interculturalidad, prevención de la conflictividad y coordinación entre autoridades estatales e indígenas (Corte Constitucional del Ecuador, 2021).

	De manera especialmente relevante, la Corte impuso a las autoridades jurisdiccionales la obligación de asegurar, previo a dictar prisión preventiva, el cumplimiento del diálogo intercultural por medio de reglas procesales, reafirmando así que la omisión de este diálogo vicia de arbitrariedad la medida cautelar y vulnera el debido proceso  (Corte Constitucional del Ecuador, 2021). Además, la Corte dispuso que el Consejo de la Judicatura, en coordinación con la Defensoría Pública, la Fiscalía y la Defensoría del Pueblo, formule un plan participativo para fortalecer el enfoque intercultural en los órganos de justicia, lo que evidencia el carácter estructural de esta decisión (Corte Constitucional del Ecuador, 2021).

	Dicha omisión constituyó una vulneración a los parámetros establecidos por la Corte Constitucional en especial en la sentencia constitucional número 112-14-JH. En consecuencia, a través del diálogo intercultural posterior con el juez que conoce la causa principal en la sentencia condenatoria se sustituye la pena privativa de libertad por trabajo comunitario, dividido para los dos sistemas de justicia el cien por ciento cada uno y otras condiciones (Consejo de la Judicatura, 2021; Corte Constitucional de Ecuador, 2024).

	Aciertos y desaciertos con respecto a la realización del diálogo intercultural para resolver la situación jurídica de personas indígenas que están siendo procesadas penalmente en Ecuador  

	El diálogo intercultural tiene un impacto significativo en la resolución de la situación jurídica de las personas pertenecientes a pueblos y nacionalidades indígenas, procesadas penalmente en el sistema de justicia ordinaria. En este contexto, resulta indispensable que, en la estricta aplicación de los protocolos establecidos, se observe lo dispuesto en la Resolución 053-2023 del Pleno del Consejo de la Judicatura sobre el diálogo intercultural. Ello constituye un avance relevante hacia una mejor comprensión y respeto de la Justicia Indígena que conforme el Articulo 171 de la Constitución de la República del Ecuador. (Consejo de la Judicatura, 2023; Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). Es y debe ser ejercida con plena autonomía, en armonía con la Constitución, así con los tratados y convenios internacionales, suscrito por el Ecuador, con el propósito de garantizar el pluralismo jurídico e intercultural (Consejo de la Judicatura, 2023).

	En la sentencia número 1043-21-EP/25, la Corte Constitucional del Ecuador estableció que el principio de interculturalidad y el enfoque interseccional constituyen garantías indispensables de la tutela judicial efectiva. Asimismo, señala que la ausencia de un diálogo intercultural adecuado entre los sistemas de justicia ordinaria e indígena, cuando está procesada penalmente una persona perteneciente a pueblos y nacionalidades indígenas, vulnera su derecho al acceso a la justicia y participación en condición de igualdad, afectando de manera directa la protección de los derechos colectivos y el reconocimiento de la diversidad cultural dentro del sistema de justicia ordinaria (Corte Constitucional del Ecuador, 2025).

	Debe considerarse que la implementación efectiva del diálogo intercultural enfrentar diversos desafíos, entre los que destacan la falta de comprensión y respeto hacia las culturas y tradiciones indígenas, así como la insuficiente capacidad y provisión de recursos para los funcionarios judiciales. No obstante, el diálogo intercultural constituye una herramienta fundamental para fortalecer el sistema de justicia, en tanto puede contribuir a mejorar su legitimidad, promover la reconciliación y fomentar la paz social en las comunidades indígenas. Ello resulta especialmente relevante en contexto en los que dichas comunidades se encuentran fragmentadas, pues el reconocimiento y fortalecimiento de sus costumbres y tradiciones favorece la cohesión social y el ejercicio efectivo de sus derechos colectivos.

	Entre los principales desaciertos del diálogo intercultural se identifica la persistente falta de comprensión y respeto hacia las culturas y tradiciones indígenas, lo cual puede obstaculizar su desarrollo efectivo. La implementación del diálogo intercultural enfrenta diversos desafíos, entre ellos la insuficiente capacitación y provisión de recursos para los funcionarios judiciales. Asimismo, existe el riesgo de que dicho diálogo derive en procesos de asimilación de culturas indígenas a la cultura dominante, en lugar de promover y proteger la diversidad cultural. A ello se suma la limitación participación indígena en estos espacios, lo que reduce su efectividad y legitimidad. No obstante, el diálogo intercultural constituye una herramienta fundamental para la resolución de una situación jurídica de personas pertenecientes a pueblos y nacionalidades indígenas, procesadas penalmente en el Ecuador, siempre que su implementación se realice de manera cuidadosa y respetuosa de las culturas y tradiciones indígenas.

	Uno de los principales desaciertos que evidencian la desigualdad estructural entre jurisdicciones, radica en la brecha existente entre el reconocimiento normativo y la práctica judicial. Si bien la normativa establece que los jueces de la justicia ordinaria y las autoridades de la justicia indígena se encuentran en un mismo nivel jerárquico, en la realidad dicha igualdad no se materializa. En la práctica, los jueces de la jurisdicción ordinaria asumen un rol de superioridad, relegando a la justicia indígena a una función meramente auxiliar o informal. Esta situación responde, en gran medida, al desconocimiento del pluralismo jurídico en el Ecuador, lo que impide la consolidación de una verdadera igualdad en el diálogo intercultural y condiciona las decisiones de las autoridades indígenas a lo que determinen o autoricen los jueces de la justicia ordinaria.

	En la entrevista, la ingeniera Dennis De La Cruz, presidenta de la Confederación del Pueblo Kayambi, señaló que uno de los principales desafíos que han debido enfrentar frente a la justicia ordinaria y a la cultura occidental es la persistente desconfianza por parte de los operadores de justicia ordinaria, derivada del profundo desconocimiento de la justicia indígena. Esta situación conlleva la vulneración de los derechos colectivos de los miembros de las comunidades, quienes, en diversos casos, han sido privados de su libertad. La entrevistada enfatizó que la ausencia de un comunero representa un impacto significativo para toda la comunidad, dada que se trata de una afectación colectiva. No obstante, destacó que, pese a estas adversidades, las comunidades continúan fortaleciendo su sistema propio de justicia, ejerciendo cotidianamente como una forma de resistencia frente al sistema estatal. 

	De manera similar, se realizó una entrevista al ingeniero Lenin Farinango, presidente del pueblo Karanki, quien sostuvo que, en numerosos casos, los funcionarios judiciales de la justicia ordinaria se resisten a reconocer la justicia indígena, no únicamente por des cocimiento, sino también por una percepción de superioridad cultural que conduce a deslegitimar los sistemas jurídicos indígenas. Asimismo, señalo que dicha falta de reconocimiento se ve agravada por la insuficiente capacitación a los operadores de justicia por parte del Consejo de la Judicatura en el área del pluralismo jurídico. Esta situación derivada en la continua vulneración de los derechos de los miembros de los pueblos y nacionalidades indígenas, pese a la existencia de un marco normativo que reconoce la existencia de la justicia indígena, tanto en la jurisprudencia de la Corte Constitucional como en los instrumentos internacionales de derechos humanos. En este contexto, enfatizó que la lucha social emprendida históricamente por las comunidades indígenas continúa siendo fundamental para evitar nuevas vulneraciones a los derechos colectivos conquistados a lo largo del tiempo. 

	A partir de las entrevistas realizadas a los presidentes de los distintos pueblos y nacionalidades indígenas, se constató una marcada desconfianza hacia el sistema de justicia ordinaria. Ello se debe a que, pese a la existencia de un marco normativo que reconoce y ampara la justicia indígena, en la práctica persisten situaciones de discriminación estructural contra los pueblos y nacionalidades indígenas. Esta realidad fue evidenciada, entre otros hechos, durante los acontecimientos ocurridos en el paro nacional del 2025 en el cantón Otavalo, provincia de Imbabura, donde manifestantes indígenas fueron privados de su libertad. En contraste, en el catón Pedro Moncayo se registró una respuesta institucional distinta, caracterizada por una actuación favorable de los operadles de justicia, quienes, mediante el diálogo intercultural con las autoridades indígenas, evitaron la privación de libertad de los involucrados. En este contexto, la experiencia de coordinación y cooperación entre los dos sistemas de justicia, con la participación de la presidenta de la Confederación del Pueblo Kayambi y el acompañamiento jurídico de la Ecuarunari, evidenció la viabilidad de mecanismos de articulación intercultural orientados a la garantía efectiva de derechos.

	La vulneración al principio de igualdad entre jueces del sistema de justicia ordinaria y autoridades indígenas, en Ecuador, en ocasión del diálogo intercultural para resolver la situación jurídica de personas indígenas que están siendo procesadas penalmente

	La Constitución ecuatoriana reconoce la justicia indígena como un sistema de justicia autónomo, con su propio derecho y procedimientos, en el artículo 171 (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008) En la práctica, se evidencian desigualdades en la aplicación del sistema de justicia indígena en relación con la justicia ordinaria, lo que puede generar conflictos y vulneraciones al principio de igualdad. Estas diferencias se manifiestan tanto en las sanciones como en los procedimientos, considerando además que, en la actualidad, no existe una verdadera orientación hacia la rehabilitación en el sistema de justicia ordinario. Por otro lado, la justicia indígena prioriza el reconocimiento y la aceptación de la responsabilidad por parte del infractor, más que el incumplimiento de penas privativas de libertad prolongadas. La falta de coordinación y cooperación efectiva entre los dos sistemas de justicia, puede obstaculizar la resolución de casos y generar desigualdades, las diferencias, en la interpretación de los derechos humanos y la justicia, pueden generar conflictos.

	El reconocimiento constitucional de la justicia indígena también debe analizarse desde su relación con los principios fundamentales del Estado. Diferentes autores sostienen (Piñas et al., 2023; Pomaina et al., 2024; Ramírez et al., 2024) que la justicia indígena ecuatoriana se articula con los principios constitucionales de interculturalidad y pluralismo jurídico, lo que exige que los jueces ordinarios comprendan la lógica comunitaria y las formas propias de resolución de conflictos para evitar decisiones que desconozcan la autonomía cultural.

	En el año 2014, la Corte Constitucional, en el caso La Cocha, a través de Sentencia No. 113-14-SEP-CC, resolvió, previo análisis de la competencia de la justicia indígena para conocer y juzgar un delito de asesinato. En dicha resolución se evidenciaron diferencias en la aplicación de las penas entre los dos sistemas de justicia indígena y ordinaria, lo que puede generar percepciones de desigualdad en el sistema de justicia. La justicia indígena, en este contexto, puede imponer sanciones distintas a las establecidas en la justicia ordinaria, dado que su finalidad principal no es la aplicación de penas privativas de libertad prolongadas, sino la rehabilitación del infractor mediante el reconocimiento de la responsabilidad y la reintegración comunitaria, más que el desarrollo de una política criminal de carácter punitivo (Corte Constitucional del Ecuador, 2014)

	Si bien es cierto que, en las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas, no existe una infraestructura institucional adecuada ni una implementación suficiente de equipos técnicos especializados, esta carencia se ve agravada por la limitada capacitación de sus autoridades y por el insuficiente conocimiento de los convenios y tratados internacionales de derechos humanos. En consecuencia, entre los dos sistemas de justicia persiste una brecha estructural profunda, la cual no se supera únicamente mediante resoluciones administrativas, como la resolución 053-2023 del Pleno del Consejo de la Judicatura, ni por el reconocimiento normativo contenido en el convenio 169 de la OIT (OIT, 1989) ni el artículo 171 de la Constitución de la República del Ecuador (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). Dichas disposiciones resultan ineficaces si no se le garantiza su aplicación material y efectiva en la práctica jurisdiccional (Consejo de la Judicatura, 2023; OIT, 1989; Asamblea Nacional de Ecuador, 2008)

	En la práctica cotidiana del ejercicio del derecho, se evidencia una vulneración persistente al principio de igualdad en el diálogo intercultural, particularmente por parte de los jueces de la jurisdicción ordinaria frente a las autoridades de la justicia indígena, esta situación se manifiesta en relaciones asimétricas del poder, donde los operadores de justicia ordinaria sumen una posición de superioridad jerárquica, limitando la horizontalidad que debería caracterizar dicho diálogo (Triviño y Barragán, 2025). 

	La literatura reciente evidencia que la justicia intercultural en Ecuador enfrenta obstáculos derivados de la falta de capacitación y sensibilidad cultural entre operadores judiciales. Destacan Álvarez et al. (2025) que, aunque existen avances normativos, persisten prácticas que reducen el diálogo intercultural a una formalidad, lo que genera decisiones judiciales que no reflejan la cosmovisión indígena ni garantizan plenamente sus derechos colectivos.

	A pesar de que la resolución 053-2023 del Pleno del Consejo de la Judicatura, establece que el diálogo intercultural debe desarrollarse bajo el principio de igualdad, con la presencia de un facilitador y bajo una lógica de doble vía, en la práctica este proceso continúa siendo dirigido predominantemente por jueces penales ordinarios, lo que contradice los estándares constitucionales e interculturales vigentes (Consejo de la Judicatura, 2023).

	Los pueblos indígenas tienen derechos al igual que todas las personas, derechos que son reconocidos no sólo por la Constitución Política del Ecuador de 2008, sino también por los Tratados internacionales, es así como de acuerdo con las necesidades de los pueblos indígenas basada en la costumbre y en la tradición de cada una de las comunidades a las cuales pertenecen a partir del derecho consuetudinario. El diálogo intercultural en Ecuador no es una facultad discrecional, sino un mandato constitucional imperativo, previsto así en los artículos 1 y 171 de la carta Magna (Asamblea Nacional de Ecuador, 2008). Su omisión por parte de fiscales o jueces en materia penal acarrea la nulidad de las actuaciones por violar la igualdad material y el pluralismo jurídico. 

	El debate sobre pluralismo jurídico en América Latina revela que la coexistencia de sistemas normativos requiere procesos profundos de interlegalidad. Explica Becerra (2023) que el entrelazamiento jurídico entre justicia estatal e indígena demanda reconocer la validez del derecho consuetudinario y superar visiones jerárquicas que históricamente han subordinado las prácticas indígenas. Este enfoque resulta clave para comprender los retos actuales del diálogo intercultural en el Ecuador.

	Conclusiones

	La investigación demuestra que, aunque el Ecuador reconoce constitucionalmente la coexistencia de la justicia ordinaria y la justicia indígena, persisten brechas estructurales que afectan la igualdad entre ambas jurisdicciones. El diálogo intercultural, concebido como un mecanismo obligatorio para garantizar la participación efectiva de las autoridades indígenas en procesos penales, continúa aplicándose de manera insuficiente o meramente formal. Esto genera decisiones judiciales descontextualizadas, vulnera derechos colectivos y reproduce prácticas discriminatorias que contradicen los principios de interculturalidad, pluralismo jurídico e igualdad material previstos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos.

	Asimismo, se evidencia que la falta de capacitación, sensibilidad cultural y coordinación institucional limita la eficacia del diálogo intercultural y afecta directamente la tutela judicial efectiva de las personas indígenas procesadas penalmente. Aunque existen avances normativos y jurisprudenciales, aún se requiere fortalecer los mecanismos de cooperación entre sistemas de justicia, garantizar la presencia de facilitadores interculturales y asegurar que las decisiones judiciales incorporen la cosmovisión, prácticas y necesidades de cada pueblo. Solo así será posible consolidar un modelo de justicia verdaderamente intercultural, respetuoso de la diversidad cultural y capaz de resolver conflictos en condiciones de equidad e igualdad.
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